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DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42373-MOPT-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y 

EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso

2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo

de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley

General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b),

c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de

noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de

la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4

de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de

marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la

salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan

de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha

provocado fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son

una amplia familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el
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resfriado común hasta enfermedades más graves, como ocurre con el 

coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que 

ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de

impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el

extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad

COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un

medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas

de restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad

de tránsito.



IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “(…)“El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito

por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95

bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías

públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, restricciones a la

circulación vehicular por razones de emergencia nacional decretada previamente.

La restricción de circulación vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando

las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción vehicular

es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico

preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo

criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en

personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el

avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de los

servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas

personas que enfermen gravemente.

XIII. Que el Poder Ejecutivo ha realizado una nueva valoración objetiva y cuidadosa

del contexto epidemiológico actual por COVID-19 en el territorio nacional y a nivel



internacional, ante lo cual se ha determinado la necesidad de extender la medida 

de la restricción vehicular diurna emitida mediante el Decreto Ejecutivo número 

42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, como parte de las acciones esenciales 

para mitigar los efectos del COVID-19 y así, procurar un adecuado control de la 

presencia de dicha enfermedad en el país, ya que dicha medida permite disminuir 

la exposición de las personas a la transmisión de dicha enfermedad. Dado que 

persiste la necesidad de resguardar la salud de la población y evitar la saturación 

de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados intensivos, el Poder 

Ejecutivo debe tomar acciones específicas para disminuir el aumento en la 

propagación del COVID-19 y por ende, se procede a prorrogar la presente medida 

de mitigación. 

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42295-MOPT-S DEL 11 DE ABRIL DE 

2020, DENOMINADO  RESTRICCIÓN VEHICULAR DIURNA ANTE EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL EN TODO EL TERRITORIO COSTARRICENSE POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto Ejecutivo 

número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, se realiza con el objetivo de fortalecer 

las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del 

COVID-19, debido al incremento epidemiológico que se presenta en los casos por esta 

enfermedad en el territorio nacional. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta 

como parte del estado de emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo 

número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las 

personas que radican en el territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Prórroga de la medida de restricción vehicular diurna. 

Refórmese el artículo 11° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril 

de 2020, a efectos de que se consigne lo siguiente: 

“ARTÍCULO 11°.- Plazo de aplicación de la presente medida. 

La medida de restricción vehicular diurna contemplada en el presente Decreto 
Ejecutivo, se aplicará a partir de las 05:00 horas del 13 de abril a las 21:59 horas 
del 19 de junio de 2020, inclusive. La vigencia de la presente medida será revisada 
y actualizada de conformidad con el comportamiento epidemiológico del COVID-
19.” 



ARTÍCULO 3°.- Reforma del artículo 5°. 

Refórmese el inciso y) y adiciónese el inciso z) en el artículo 5° del Decreto Ejecutivo 

número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, a efectos de que se lea de la siguiente 

manera: 

“ARTÍCULO 5°.- Excepciones a la medida de restricción vehicular diurna. 

Se exceptúa de la restricción vehicular establecida en los artículos 3° y 4° de este 
Decreto Ejecutivo, a los siguientes casos:  

(…) 

y) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con
ocasión de una reservación a los hoteles, cabinas o establecimientos de
alojamiento habilitados por el Ministerio de Salud, sea para el ingreso o
salida, debidamente acreditado con el comprobante de reservación
correspondiente.

z) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con
ocasión de la realización de la prueba de manejo, debidamente acreditado
con el comprobante de matrícula emitido por el sistema de citas de la
Dirección General de Educación Vial.”

ARTÍCULO 4°.- Reforma del artículo 6°. 

Refórmese el inciso b) y adiciónese el inciso d) en el artículo 6° del Decreto Ejecutivo 

número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, a efectos de que se lea de la siguiente 

manera: 

“ARTÍCULO 6°.- Medidas especiales sobre el transporte público remunerado de 
personas, el transporte especial y transporte terrestre internacional. Para el 
cumplimiento del objetivo del presente Decreto Ejecutivo, se establecen 
las siguientes medidas especiales sobre el transporte público destinado al 
transporte remunerado de personas, el transporte especial y el transporte 
terrestre internacional: 

(…) 

b) No se permitirá la circulación de vehículos de transporte especial de
estudiantes u ocasionales, así como servicios especiales de autobús, microbuses
y busetas, excepto lo dispuesto en el inciso b) del artículo 5° del presente Decreto
Ejecutivo y aquellos casos debidamente justificados y aprobados por el Consejo
de Transporte Público, requeridos para la continuidad de servicios públicos o
atención del estado de emergencia nacional.



(…) 

d) Se permitirá la circulación de vehículos de transporte especial de turismo, bajo

el cumplimiento de los lineamientos sanitarios emitidos por el Ministerio de Salud

sobre el COVID-19 y de acuerdo con las disposiciones correspondientes que emita

el Consejo de Transporte Público a efectos de regular el tránsito de este tipo de

transporte público.”

ARTÍCULO 5°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir su publicación en el Diario Oficial La Gaceta. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los veintinueve días del mes de mayo 

de dos mil veinte. 

CARLOS ALVARADO QUESADA 

DANIEL SALAS PERAZA 

MINISTRO DE SALUD 

RODOLFO MÉNDEZ MATA 

MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

1 vez.—( D42373-IN2020460903 ).



I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado

está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de

toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud,

Ley 5395 del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley Orgánica del

Ministerio de Salud N° 5412, del 08 de noviembre de 1973, regulan esa obligación

de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud pública por parte del Poder

Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud. Particularmente, la salud de la población

es un bien de interés público tutelado por el Estado, y que las leyes, reglamentos y

disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden público, por lo que en

caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras disposiciones de igual validez

formal.

DECRETO EJECUTIVO 42374-MGP-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA Y 

EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 3) 

y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso 2) 

acápite b) de la Ley General de la Administración Pública, Ley número 6227 del 2 de mayo 

de de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley 

General de Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b), c) y 

e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre

de 1973; los artículos 2, 56, 61 incisos 2) y 6), 63, 64 y 65 de la Ley General de Migración y

Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009; el Decreto Ejecutivo número 42227-

MP-S del 16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 



III. Que con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad

competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o

daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para

inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas

normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia

de salud, consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para

dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los

estados de emergencia sanitarios.

IV. Que corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la definición

de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas

las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución de aquellas

actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones encomendadas al

Ministerio de Salud y sus potestades policiales en materia de salud pública, debe

efectuar la vigilancia y evaluar la situación de  salud de la población cuando esté en

riesgo. Ello implica la facultad para obligar a las personas a acatar las disposiciones

normativas que emita para mantener el bienestar común de la población y la

preservación del orden público en materia de salubridad.

V. Que las autoridades públicas están obligadas a aplicar el principio de precaución en

materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que

fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los

habitantes.

VI. Que el artículo 147 de la Ley General de Salud consigna que “Toda persona deberá

cumplir con las disposiciones legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a

prevenir la aparición y propagación de enfermedades transmisibles. Queda

especialmente obligada a cumplir: (…) b) Las medidas preventivas que la autoridad

de salud ordene cuando se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica

o epidémica. c) Las medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de

ubicar y controlar focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores

de enfermedades contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y

vectores, según proceda. Asimismo, el ordinal 180 de dicha Ley establece que “Las

personas que deseen salir del país y vivan en áreas infectadas por enfermedades

transmisibles sujetas al reglamento internacional, o que padezcan de éstas, podrán

ser sometidas a las medidas de prevención que procedan, incluida la inhibición de

viajar por el tiempo que la autoridad sanitaria determine”.



VII. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos de

emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30 de

enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan de la

Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado

fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia

familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común

hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del

síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio

agudo severo y el que provoca el COVID-19.

VIII. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de Investigación

y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han aumentado los casos

debidamente confirmados. Posteriormente, el 08 de marzo de 2020, ante el

aumento de casos confirmados, el Ministerio de Salud y la Comisión Nacional de

Prevención de Riesgos y Atención de  Emergencias determinaron la necesidad de

elevar la alerta sanitaria vigente por el COVID-19 a alerta amarilla.

IX. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el extraordinario

riesgo para su vida y sus derechos.

X. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio costarricense debido

a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

XI. Que de conformidad con los numerales 2, 56, 60, 61, 63 y 64 de la Ley General de

Migración y Extranjería, Ley número 8764 del 19 de agosto de 2009, el Poder

Ejecutivo tiene la facultad de imponer restricciones de ingreso a personas

extranjeras, por motivos de salud pública, y de no permitir su entrada al territorio

nacional.



XII. Que conforme al artículo 12 de la Ley General de Migración y Extranjería, la

Dirección General de Migración y Extranjería es el órgano del Ministerio de

Gobernación y Policía competente para ejecutar las funciones que indica dicha ley y

la política migratoria que dicte el Poder Ejecutivo. En ese mismo sentido, el artículo

13 de dicha Ley establece como una de las funciones de la Dirección General, en lo

que interesa, la de impedir el ingreso de personas extranjeras cuando exista algún

impedimento o incumplan los requisitos establecidos al efecto por la legislación

vigente.

XIII. Que conforme al artículo 15 de la Ley General de Migración y Extranjería, la Policía

Profesional de Migración y Extranjería es el cuerpo policial adscrito a la Dirección

General de Migración y Extranjería, competente para realizar el control migratorio

de ingreso y egreso de personas al territorio nacional.

XIV. Que el Decreto Ejecutivo número 42238-MGP-S del 17 de marzo de 2020, establece

una restricción temporal de ingreso al territorio nacional, para personas extranjeras

bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría Turismo, contemplada

en el artículo 87 inciso 1) de la Ley General de Migración y Extranjería, sea vía aérea,

marítima, terrestre o fluvial. Para tales efectos, personas funcionarias Oficiales de la

Dirección General de Migración y Extranjería son competentes para ejercer control

migratorio en el país, actuando como autoridad sanitaria, podrán emitir a las

personas indicadas, una orden sanitaria de aislamiento por el plazo de 14 días

naturales. Tal medida sanitaria se dispone para que rigiera de las 23:59 horas del

miércoles 18 de marzo a las 23:59 horas del viernes 15 de mayo de 2020.

XV. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42256-MGP-S del 25 de marzo de 2020,

se insta a las personas extranjeras que cuenten con una permanencia legal

autorizada bajo las categorías migratorias de Residencia Permanente, Residencia

Temporal, Categorías Especiales o No Residentes subcategoría Estancia,

establecidas en los artículos 78, 79, 87 inciso 2 y 94 de la Ley General de Migración

y Extranjería, respectivamente, a abstenerse de egresar del territorio nacional. Sin

embargo, si dichas personas deciden de manera voluntaria egresar del país entre las

23:59 horas del día 25 de marzo y las 23:59 horas del 12 de abril del año 2020, ambas

fechas inclusive, se les impondrá un impedimento de ingreso temporal, con

fundamento en el artículo 61 incisos 2) y 6) de la Ley General de Migración y

Extranjería. Esta restricción se aplicará en todo puesto migratorio habilitado para el

ingreso de personas vía terrestre, aérea, fluvial o marítima. El plazo del

impedimento vencerá a las 23:59 horas del día 15 de mayo de 2020.



XVI. Que los Decretos Ejecutivos supra citados contemplan que la vigencia de ambas

medidas sanitarias en materia migratoria serían revisadas y actualizadas por el

Poder Ejecutivo de conformidad con el comportamiento epidemiológico del COVID-

19. Por ello, tras valorar la necesidad de mantener dichas medidas, por medio del

Decreto Ejecutivo número 42327-MGP-S del día 28 de abril de 2020 se prorrogaron

las medidas sanitarias contempladas en los Decretos Ejecutivo número 42238-MGP-

S y 42256-MGP-S, con vigencia hasta las 23:59 horas del 15 de mayo de 2020,

prorrogable conforme al comportamiento epidemiológico del COVID-19

XVII. Que el Poder Ejecutivo ha realizado una nueva valoración objetiva y cuidadosa del

contexto epidemiológico actual por COVID-19 en el territorio nacional y a nivel

internacional, ante lo cual se ha determinado la necesidad de extender la vigencia

de las medidas sanitarias en materia migratoria, como parte de las acciones

esenciales para mitigar los efectos del COVID-19 y así, procurar un adecuado control

de la presencia de dicha enfermedad en el territorio nacional. En ese entendido, el

Poder Ejecutivo está llamado a reforzar, con apego a la normativa vigente, las

medidas de prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las

características del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero

también en personas sin síntomas manifiestos – con un mayor riesgo en lugares con

altos movimientos migratorios o bien, la proveniencia de diferentes partes del

mundo-, lo cual representa un factor de aumento en el avance del brote por COVID-

19, provocando una eventual saturación de los servicios de salud y la imposibilidad

de atender oportunamente a aquellas personas que enfermen gravemente.

XVIII. Que en el contexto actual generado por el COVID-19, es primordial resguardar la

salud de la población y evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las

unidades de cuidados intensivos a causa de esta enfermedad. Por ello, el Poder

Ejecutivo debe tomar acciones específicas para disminuir el aumento en la

propagación del COVID-19 y así, procurar el óptimo abordaje de la situación

acarreada por la pandemia. En consecuencia, deviene necesario ampliar el plazo de

vigencia de las medidas sanitarias en materia migratoria emitidas por el Poder

Ejecutivo, según se dispone de seguido.

Por tanto, 



DECRETAN 

PRORROGAR LAS MEDIDAS SANITARIAS EN MATERIA MIGRATORIA 

EMITIDAS PARA PREVENIR LOS EFECTOS DEL COVID-19  

ARTÍCULO 1°.- La presente prórroga de las medidas sanitarias en materia migratoria se 

emite con el objetivo de mitigar la propagación que actualmente enfrenta el país y el daño 

a la salud pública ante los efectos del COVID-19 debido a su estado epidemiológico en el 

territorio nacional, así como para atender el estado de emergencia nacional declarado 

mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura 

del bienestar de todas las personas que radican en el territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Refórmese el artículo 6° del Decreto Ejecutivo número 42238-MGP-S del 17 

de marzo de 2020, reformado mediante el Decreto Ejecutivo número 42347-MGP-S del 14 

de mayo de 2020, para que se prorrogue el plazo de la medida sanitaria adoptada en dicho 

Decreto Ejecutivo y en adelante se lea de la siguiente manera: 

“ARTICULO 6°.- La medida de restricción para el ingreso al país, consignada en el 

artículo 2° de este Decreto Ejecutivo, se dará a partir de las 23:59 horas del miércoles 

18 de marzo a las 23:59 horas del martes 30 de junio de 2020. Esta restricción se 

aplicará en todo puesto migratorio habilitado para el ingreso de personas, sea aéreo, 

marítimo, terrestre o fluvial. La vigencia de la presente medida será revisada y 

analizada por el Poder Ejecutivo de conformidad con el comportamiento 

epidemiológico del COVID-19.” 

ARTÍCULO 3°.- Refórmese el artículo 5° del Decreto Ejecutivo número 42256-MGP-S del 25 

de marzo de 2020, reformado mediante el Decreto Ejecutivo número 42347-MGP-S del 14 

de mayo de 2020, para que se prorrogue el plazo de la medida sanitaria adoptada en dicho 

Decreto Ejecutivo y en adelante se lea de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 5°.- Las medidas de restricción establecidas en el artículo 2 del presente 
Decreto Ejecutivo, así como las acciones sanitarias que girará el Ministerio de Salud 
en ese sentido, se aplicarán a las personas extranjeras que cuenten con una 
permanencia legal autorizada bajo las categorías migratorias de Residencia 
Permanente, Residencia Temporal, Categorías Especiales o No Residentes 
subcategoría Estancia, que egresen del país entre las 23:59 horas del día 25 de marzo 
y las 23:59 horas del 30 de junio del año 2020, ambas fechas inclusive.  

Esta restricción se aplicará en todo puesto migratorio habilitado para el ingreso de 
personas vía terrestre, aérea, fluvial o marítima. La vigencia de la presente medida 



será revisada y actualizada de conformidad con el comportamiento epidemiológico 
del COVID-19.” 

ARTÍCULO 4°.- El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación en el Diario 

Oficial La Gaceta. 

Dado en la Presidencia de la República. San José a los veintinueve días del mes de mayo de 

dos mil veinte. 

CARLOS ALVARADO QUESADA 

MICHAEL SOTO ROJAS 
MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA 

DANIEL SALAS PERAZA 
MINISTRO DE SALUD 

1 vez.—( D42374-IN2020460902 ).



DIRECTRIZ NÚMERO 088-S-MTSS-MIDEPLAN 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE SALUD,  

LA MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL Y  

LA MINISTRA DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA 

 Con fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 21, 50, 140 incisos 8), 

18) y 20), así como el ordinal 146 de la Constitución Política; los artículos 25, 28 párrafo 2),

inciso b), 99, 100, 107, 113 incisos 2) y 3) de la Ley General de la Administración Pública, Ley

número 6227 de 2 de mayo de 1978; el artículo 156 del Código de Trabajo, Ley número 2

del 27 de agosto de 1943; el artículo 46 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas,

Ley número 9635 del 03 de diciembre de 2018; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S

del 16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que de acuerdo con la Constitución Política, en sus artículos 21 y 50, el derecho a la

vida y a la salud de las personas es un derecho fundamental, así como el bienestar

de la población, los cuales se tornan en bienes jurídicos de interés público y ante

ello, el Estado tiene la obligación inexorable de velar por su tutela. Derivado de ese

deber de protección, se encuentra la necesidad de adoptar y generar medidas de

salvaguarda inmediatas cuando tales bienes jurídicos están en amenaza o peligro,

siguiendo el mandato constitucional estipulado en el numeral 140 incisos 6) y 8) del

Texto Fundamental.

II. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población,

correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la

definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación

de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así como la ejecución

de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones

encomendadas al Ministerio de Salud, se debe efectuar la vigilancia en salud pública

y evaluar la situación de salud de la población cuando estén en riesgo.

III. Que las autoridades públicas están obligadas a aplicar el principio de precaución en

materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que

fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los

habitantes.

IV. Que desde enero de año 2020, el Poder Ejecutivo ha activado diversos protocolos

para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria internacional por COVID-19, con el

fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de impacto en la población

que reside en Costa Rica.
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V. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la  República de

Costa Rica, debido a la situación sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19.

VI. Que mediante la Directriz número 073-S-MTSS del 09 de marzo de 2020, sobre las

medidas de atención y coordinación interinstitucional ante la alerta sanitaria por

Coronavirus (COVID-19), se dispuso la implementación temporal de la modalidad de

teletrabajo en las instituciones públicas, como medida complementaria y necesaria

ante la alerta por coronavirus, mediante procedimientos expeditos, según los

lineamientos y recomendaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

VII. Que mediante la Directriz número 077-S-MTSS-MIDEPLAN del 25 de marzo de 2020

y su reforma, se dispuso a la Administración Pública Central y se instó a la

Administración Pública Descentralizada, a establecer un plan de servicio básico de

funcionamiento, de manera que se garantice la continuidad de aquellas tareas

estrictamente necesarias para asegurar el fin público institucional.

VIII. Que ante la situación epidemiológica actual del COVID-19 en el territorio nacional,

así como su condición de pandemia, resulta necesario tomar las acciones

pertinentes a efectos de disminuir la exposición de las personas a la transmisión de

dicha enfermedad. Ante la necesidad urgente de resguardar la salud de la población

y evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados

intensivos, el Poder Ejecutivo debe tomar acciones específicas para disminuir el

aumento en la propagación del COVID-19.

IX. Que el Decreto Ejecutivo número 41993 del 20 de junio de 2018, dispone la

implementación de manera voluntaria de los horarios escalonados y jornada

acumulativa voluntaria en las instituciones estatales.

X. Que, en el contexto actual, resulta necesario adaptar dicha medida en las

instituciones públicas, a efectos de evitar la alta concentración de personal

presencial en dichas entidades, de manera complementaria a las medidas de

teletrabajo.

XI. Que asimismo, como parte de la fase de recuperación de la presente emergencia,

es necesario tomar acciones tendientes a reactivar y dinamizar la economía

nacional, especialmente la de zonas fuera del Gran Área Metropolitana.

XII. Que a raíz de las medidas sanitarias que se requirió tomar para enfrentar al COVID-

19, el sector turístico sufrió una severa afectación económica. En razón de lo

anterior, a través de la presente medida, se coadyuva a que los establecimientos

turísticos tengan una mayor visitación de personas, gracias a una mayor

disponibilidad de días consecutivos de descanso de las personas servidoras públicas.

XIII. Que el Poder Ejecutivo ha realizado una nueva valoración objetiva y cuidadosa del

contexto epidemiológico actual por COVID-19 en el territorio nacional y a nivel



internacional, ante lo cual se ha determinado la necesidad de extender y generar 

una nueva reforma de adaptación a la medida de mitigación dada mediante la 

Directriz número 077-S-MTSS-MIDEPLAN, como parte de las acciones esenciales 

para mitigar los efectos del COVID-19 y así, procurar un adecuado control de la 

presencia de dicha enfermedad en el país, ya que dicha medida permite disminuir la 

exposición de las personas a la transmisión de dicha enfermedad.  

Por tanto, se emite la siguiente reforma a la Directriz N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN del 25 de 

marzo de 2020 

DIRIGIDA A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRAL Y DESCENTRALIZADA 

 “REFORMA A LOS ARTÍCULOS 2 Y 9 Y ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 5 BIS A LA DIRECTRIZ N° 

077-S-MTSS-MIDEPLAN DEL 25 DE MARZO DE 2020, SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LAS

INSTITUCIONES ESTATALES DURANTE LA DECLARATORIA DE EMERGENCIA NACIONAL

POR COVID-19” 

Artículo 1°.- Adicionése el inciso d) al artículo 2 de la Directriz N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN 

del 25 de marzo de 2020, Sobre el funcionamiento de las instituciones estatales durante la 

declaratoria de emergencia nacional por el COVID-19, para que en adelante se lea de la 

siguiente manera:  

“Artículo 2°.- 

(…) 

d) Las modalidades de horario escalonado y jornada acumulativa.”

Artículo 2°.- Adiciónese el artículo 5 bis a la Directriz N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN del 25 de 

marzo de 2020, Sobre el funcionamiento de las instituciones estatales durante la 

declaratoria de emergencia nacional por el COVID-19, para que en adelante se lea de la 

siguiente manera:  

“Artículo 5° bis.- Las modalidades de jornada acumulativa y horario escalonado, 

deberán regirse por las siguientes reglas: 

a) Jornada acumulativa: los funcionarios podrán solicitar la modificación de la

jornada de trabajo para laborar cuatro días continuos hasta 10 horas por día,  con

lo cual tendrán libre, total o parcialmente, el quinto cualquier día de la semana

laboral,  que podrá ser cualquiera de lunes a viernes, según corresponda de

acuerdo a los días que se laboren bajo esta modalidad y en proporción a la

cantidad de horas que conformen su jornada laboral .



b) Horarios escalonados: se autorizan los rangos de horario de ingreso las 6:30

horas, 8:00 horas y 9:30 horas. Los horarios de salida deberán adaptarse a

las reglas específicas que rijan la jornada laboral en cada institución.

En caso de que se modifiquen, sin  disminuir, las horas de atención al público, la 

entidad o institución deberá informar previamente al público mediante un 

medio de comunicación masivo. 

La jornada acumulativa y los horarios escalonados podrán aplicarse de manera 

simultánea y en modalidad de teletrabajo. 

En la observancia de la presente Directriz, se invita a la Administración Pública 

Descentralizada a la aplicación de las modalidades reguladas en el presente 

artículo. 

Artículo 3°.- Refórmese el artículo 9 de la Directriz N° 077-S-MTSS-MIDEPLAN del 25 de 

marzo de 2020, Sobre el funcionamiento de las instituciones estatales durante la 

declaratoria de emergencia nacional por el COVID-19, para que en adelante se lea de la 

siguiente manera:  

“Artículo 9°.- La presente Directriz rige a partir del 26 de marzo de 2020 y hasta 

el 19 de junio de 2020.” 

Artículo 4°.- La presente reforma rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La 

Gaceta. 

Dada en la Presidencia de la República, a los treinta días del mes de mayo del dos mil veinte. 

CARLOS ALVARADO QUESADA 

DANIEL SALAS PERAZA 

MINISTRO DE SALUD 



GEANNINA DINARTE ROMERO 

MINISTRA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

PILAR GARRIDO GONZALO 

MINISTRA DE PLANIFICACIÓN NACIONAL Y POLÍTICA ECONÓMICA 

1 vez.—( IN2020460904 ).



MS-DM-JM-3127-2020  
San José, 21 de mayo de 2020 

Señores (as)  
Directores (as) Regionales de Rectoría de la Salud 
Directores (as) de Áreas Rectoras de Salud  

Estimados (as) señores (as): 

 Con fundamento en las atribuciones conferidas en los artículos 50, 140 incisos 6), 8) y 
20) y 146 de la Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley N° 6227 del
02 de mayo de 1978 “Ley General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 149,
161, 162, 163, 164, 166, 168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley N° 5395 del
30 de octubre de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley N° 5412 del 08 de noviembre
de 1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”;

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos fundamentales
a la vida y salud de las personas, así ́como el bienestar de la población, que se constituyen
en bienes jurídicos de interés público que el Estado está obligado a proteger, mediante
la adopción de medidas que les defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud, Ley
número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley
Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de 1973, regulan
la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud pública por parte
del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o daño a
la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así ́ como para inhibir la
continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas normas legales
que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia de salud consagran la
potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para dictar todas las medidas
técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los estados de emergencia
sanitarios.

IV. Que corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la definición
de la política nacional de salud, la formación, planificación y coordinación de todas las
actividades públicas y privadas relativas a salud, así ́ como la ejecución de aquellas
actividades que le competen conforme a la ley. Por las funciones encomendadas al
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Ministerio de Salud y sus potestades policiales en materia de salud pública, debe efectuar 
la vigilancia y evaluar la situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello 
implica la facultad para obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que 
emita para mantener el bienestar común de la población y la preservación del orden 
público en materia de salubridad. 

V. Que las autoridades están obligadas a aplicar el principio de precaución en materia
sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que fueren
necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los habitantes.

VI. Que la Organización Mundial de la Salud (OMS) el 30 de enero de 2020 emitió́ una
alerta sanitaria generada a raíz de la detección en la ciudad de Wuhan de la Provincia de
Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus el cual se ha expandido a diferentes partes
del mundo, provocando la muerte en poblaciones vulnerables y saturación en los
servicios de salud.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo del 2020, se
declaró́ estado de emergencia nacional debido a la situación de emergencia sanitaria
provocada por la enfermedad COVID-19 en el territorio nacional.

VIII. Que resulta imperante aplicar medidas inmediatas de prevención, atención y
mitigación de la alerta sanitaria por COVID-19, así́ como garantizar el cumplimiento
efectivo de los protocolos del Ministerio de Salud y conjuntamente, tomar medidas
preventivas que contribuyan al adecuado manejo de la problemática objeto de la
presente regulación.

IX. Que los establecimientos comerciales constituyen sitios donde acuden personas que
requieren adquirir bienes y/o servicios, lo que constituye un riesgo para su salud y la de
las personas trabajadoras de dichos establecimientos ante la posibilidad de contagio por
el virus.

X. Que el artículo 364 de la Ley General de Salud establece: “La cancelación o suspensión
de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la autorización de instalación
o funcionamiento de un establecimiento o de una actividad para la cual fue otorgada o
inhibiendo el uso y la exhibición del documento que la acredite.”

XI. Que resulta un hecho notorio el incremento epidemiológico acelerado de los casos
por el COVID-19 en el país y con ello, la necesidad de que las personas acaten la medida
reiterada por el Poder Ejecutivo de permanecer responsablemente en el sitio de
habitación para evitar la exposición y la transmisión del COVID-19.



XII. Que se hace necesario y oportuno emitir las presentes medidas de carácter sanitario
con el objetivo de regular el funcionamiento de los establecimientos comerciales que
atienden al público.

Por tanto, 

PRIMERO: Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y 
mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional, 
mediante el Decreto Ejecutivo N° 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, y en procura del 
bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio costarricense de manera 
habitual ante los efectos del COVID-19. 

SEGUNDO: Que el Decreto Ejecutivo N° 42227-MP-S, en el que se declara estado de 
emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la 
situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, se dispone en 
su artículo 12, lo siguiente, “De acuerdo con las facultades establecidas en el capítulo 
segundo, del Libro segundo denominado "De las autoridades de salud, de sus atribuciones 
y ciertas medidas" de la Ley General de Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y 
con base en la presente declaratoria de emergencia nacional, el Ministerio de Salud podrá 
proceder con el cierre de todo establecimiento que incumpla con las disposiciones emitidas 
por dicha institución. A estos efectos, se otorga a los cuerpos policiales del país, la facultad 
de proceder con la clausura de los establecimientos a instancia del Ministerio de Salud 
cuando la acción se requiera en horarios o zonas donde no estén presentes funcionarios de 
ese Ministerio.” 

TERCERO: Que, ante el incumplimiento a las disposiciones emitidas por el Ministerio de 
Salud, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad 
COVID-19, deberá procederse al cierre de los establecimientos por un periodo de 30 días 
naturales, y la segunda vez se le suspenderá el Permiso Sanitario de Funcionamiento por 
el término de tres meses. Posteriormente, podrá autorizarse la apertura del 
establecimiento si se cumple con las disposiciones institucionales vigentes a la fecha de 
esta. 

Atentamente, 

Dr. Daniel Salas Peraza  
Ministro de Salud   

1 vez.—( IN2020460901 ).



 MS-DM-2933-2020 MINISTERIO DE SALUD. - San José a las diez horas treinta minutos 
del veintisiete de mayo de dos mil veinte.  

Se establecen disposiciones sanitarias dirigidas al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto, la Dirección General de Aviación Civil y la Dirección General de Migración y 
Extranjería, con fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 21, 50, 140 
incisos 6), 8) y 20) y 146 de la Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la 
Ley No. 6227 del 02 de mayo de 1978 “Ley General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 
7, 147, 148, 149, 161, 162, 163, 164, 166, 168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la 
Ley No. 5395 del 30 de octubre de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 
del 08 de noviembre de 1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; el Decreto Ejecutivo 
número 42335-MOPT-S del 8 de mayo de 2020, denominado “Medida de Restricción para 
el Ingreso a Territorio Nacional de los Vuelos Internacionales Durante de la Vigencia de 
las Medidas Sanitarias en Materia Migratoria para Prevenir los Efectos del COVID-19 
Emitidas por el Poder Ejecutivo”.  

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud,
Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c) y 57 de
la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de
1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la
salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así ́como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta
para dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y
resolver los estados de emergencia sanitarios.

IV. Que corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la
definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y
coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así́
como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por
las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades policiales en
materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la situación de salud
de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad para obligar a las
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personas a acatar disposiciones normativas que emita para mantener el bienestar 
común de la población y la preservación del orden público en materia de 
salubridad.  

V. Que las autoridades están obligadas a aplicar el principio de precaución en
materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas que
fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los
habitantes.

VI. Que la Organización Mundial de la Salud (OMS) el 30 de enero de 2020 emitió́ una
alerta sanitaria generada a raíz de la detección en la ciudad de Wuhan de la
Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus el cual se ha
expandido a diferentes partes del mundo, provocando la muerte en poblaciones
vulnerables y saturación en los servicios de salud.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo del 2020,
se declaró́ estado de emergencia nacional debido a la situación de emergencia
sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 en el territorio nacional.

VIII. Que resulta imperante aplicar medidas inmediatas de prevención, atención y
mitigación de la alerta sanitaria por COVID-19, así como garantizar el
cumplimiento efectivo de los protocolos del Ministerio de Salud y
conjuntamente, tomar medidas preventivas que contribuyan al adecuado manejo
de la problemática objeto de la presente regulación.

IX. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42335-MOPT-S del 8 de mayo de 2020,
denominado Medida de restricción para el ingreso a territorio nacional de los
vuelos internacionales durante la vigencia de las medidas sanitarias en materia
migratoria para prevenir los efectos del COVID-19 emitidas por el Poder Ejecutivo,
se dispuso en el artículo 2 la medida de restricción para el ingreso de vuelos
internacionales, en el entendido de que “Las vuelos internacionales que
transporten personas que requieran regresar al territorio nacional debido al COVID-
19, únicamente podrán ingresar y aterrizar en el territorio nacional a través del
Aeropuerto Internacional Juan Santamaría”.  Adicionalmente, el numeral 5 de
dicho Decreto Ejecutivo consigna la coordinación que debe llevar a cabo el
Ministerio de Salud para la adopción y aplicación de las medidas sanitarias que
acompañen la ejecución de dicha acción.

X. Que el arribo de vuelos provenientes del exterior sin coordinación previa con las
autoridades de salud ha provocado una demora en la capacidad de respuesta por
parte de las autoridades de salud para el cumplimiento de los lineamientos y
protocolos de arribo de personas en las terminales internacionales.

XI. Que el Reglamento Sanitario Internacional en su artículo 43 plantea que no se
impedirá que, en respuesta a riesgos específicos para la salud pública o
emergencias de salud pública de importancia internacional, los Estados Partes
apliquen medidas sanitarias acordes con su legislación nacional pertinente y las
obligaciones dimanantes del derecho internacional que proporcionen un nivel
igual o mayor de protección sanitaria que las recomendaciones de la OMS.



XII. Que la Declaración sobre la tercera reunión del Comité de Emergencias del
Reglamento Sanitario Internacional acerca del brote de enfermedad por
coronavirus (COVID-19), emitida el 1 de mayo de 2020, específicamente en la
sección sobre las Medidas de salud adicionales, recomienda aplicar medidas
adecuadas en materia de viajes, teniendo en cuenta sus beneficios para la salud
pública.

XIII. Que se hace necesario y oportuno emitir las presentes medidas de carácter
sanitario con el objetivo de regular el ingreso de vuelos provenientes del exterior
y así, lograr el objetivo del Decreto Ejecutivo número 42335-MOPT-S, sea
fortalecer las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública
ante los efectos del COVID-19, debido al incremento epidemiológico que se
presenta en los casos por esta enfermedad en el territorio nacional.

Por tanto, 
EL MINISTRO DE SALUD 

RESUELVE, 

PRIMERO: La presente resolución es parte de las medidas sanitarias destinadas a 
prevenir y mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia 
nacional dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, el 
Decreto Ejecutivo No. 42335-MOPT-S del 8 de mayo de 2020 y en procura del bienestar 
de todas las personas que radiquen en el territorio costarricense de manera habitual ante 
los efectos del COVID-19.  

SEGUNDO: La Dirección General de Aviación Civil deberá girar las instrucciones 
necesarias a las compañías aéreas de manera que todos los pasajeros que ingresen al 
país, así como aquellos miembros de tripulación que permanezcan en el país más de 72 
horas, completen antes de su llegada a Costa Rica y de manera digital el 
formulario epidemiológico para COVID-19, disponible en https://ccss.now.sh/  

TERCERO: El Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y la Dirección General de 
Aviación Civil deberán coordinar con el Ministerio de Salud lo correspondiente sobre los 
vuelos internacionales que transporten personas para su ingreso y aterrizaje en el 
territorio nacional a través del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, de tal forma 
que se efectúen dos vuelos por semana, salvo alguna situación excepcional previamente 
valorada por parte de este Ministerio de Salud con las autoridades competentes. El 
ingreso de dichos vuelos deberá darse, en la medida de sus posibilidades, en la franja 
horaria de las 07:00 horas y las 20:00 horas.  

CUARTO. Con una antelación de tres días deberán estas instituciones remitir 
la información de vuelos programados a adriana.salazar@misalud.go.cr, a efectos de 
que se realicen las coordinaciones respectivas para el cumplimiento de los 
lineamientos y protocolos establecidos ante este tipo de casos. Deberá especificarse la 
fecha y hora de 

https://ccss.now.sh/
mailto:adriana.salazar@misalud.go.cr


arribo del vuelo, el aeropuerto de origen, y la cantidad de pasajeros que traerá el vuelo 
o, en su defecto, la capacidad de pasajeros de la aeronave.  

QUINTO: La Dirección General de Aviación Civil deberá comunicar con una antelación de 
dos días la información de aquellos vuelos cuya tripulación permanezca en el país por 
más de 72 horas, para que se realicen las coordinaciones respectivas para el 
cumplimiento de los lineamientos y protocolos establecidos para este tipo de casos. 
Deberá especificarse la fecha y hora de arribo del vuelo, el aeropuerto de origen, y la 
cantidad de miembros de la tripulación.  

SEXTO: La presente resolución rige a partir del 1 de junio de 2020 y su vigencia estará 
sujeta a la duración de las medidas de restricción para el ingreso a territorio nacional de 
los vuelos internacionales durante la vigencia de las medidas sanitarias en materia 
migratoria para prevenir los efectos del COVID-19 emitidas por el Poder Ejecutivo.  La 
medida establecida por medio de la presente resolución será revisada en la segunda 
semana de su implementación. 

COMUNIQUESE a: 
Sr. Rodolfo Solano Quirós, Ministro de Relaciones Exteriores y 
Culto. 
Cap. Álvaro Vargas Segura, Director General de Aviación Civil.  
Licda. Raquel Vargas Jaubert, Directora General de Migración y 
Extranjería. 

DR. DANIEL SALAS PERAZA 
MINISTRO DE SALUD  

1 vez.—( IN2020460899 ).



MS-DM-4467-2020 MINISTERIO DE SALUD. - San José a las quince horas treinta minutos 
del veintinueve de mayo de dos mil veinte.  

Se establecen disposiciones sanitarias dirigidas a las personas encargadas de 
establecimientos que cuenten con permisos sanitarios de funcionamiento, con 
fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 50, 140 incisos 6), 8) y 20) 
y 146 de la Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley No. 6227 del 02 
de mayo de 1978 “Ley General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 149, 161, 
162, 163, 164, 166, 168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley No. 5395 del 30 
de octubre de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 de noviembre 
de 1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; y, 

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así́ como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud,
Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c) y 57 de
la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de
1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la
salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta
para dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y
resolver los estados de emergencia sanitarios.

IV. Que corresponde al Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Salud, la
definición de la política nacional de salud, la formación, planificación y
coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a salud, así
como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la ley. Por
las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades policiales en
materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la situación de salud
de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad para obligar a las
personas a acatar disposiciones normativas que emita para mantener el bienestar



común de la población y la preservación del orden público en materia de 
salubridad.  

V. Que las autoridades públicas están obligadas a aplicar el principio de precaución
en materia sanitaria en el sentido de que deben tomar las medidas preventivas
que fueren necesarias para evitar daños graves o irreparables a la salud de los
habitantes.

VI. Que la Organización Mundial de la Salud (OMS) el 30 de enero de 2020 emitió́ una
alerta sanitaria generada a raíz de la detección en la ciudad de Wuhan de la
Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus el cual se ha
expandido a diferentes partes del mundo, provocando la muerte en poblaciones
vulnerables y saturación en los servicios de salud.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo del 2020,
se declaró́ estado de emergencia nacional debido a la situación de emergencia
sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 en el territorio nacional.

VIII. Que resulta imperante aplicar medidas inmediatas de prevención, atención y
mitigación de la alerta sanitaria por COVID-19, así como garantizar el
cumplimiento efectivo de los protocolos del Ministerio de Salud y
conjuntamente, tomar medidas preventivas que contribuyan al adecuado manejo
de la problemática objeto de la presente regulación.

IX. Que los establecimientos comerciales constituyen sitios donde acuden personas
que requieren adquirir bienes y/o servicios, lo que constituye un riesgo para su
salud y la de las personas trabajadoras de dichos establecimientos ante la
posibilidad de contagio por el virus.

X. Que el artículo 364 de la Ley General de Salud establece: “La cancelación o
suspensión de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la
autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una
actividad para la cual fue otorgada o inhibiendo el uso y la exhibición del documento
que la acredite.”

XIV. Que resulta un hecho notorio el incremento epidemiológico acelerado de los
casos por el COVID-19 en el país y con ello, la necesidad de que las personas acaten
la medida reiterada por el Poder Ejecutivo de permanecer responsablemente en
el sitio de habitación para evitar la exposición y la transmisión del COVID-19.

XV. Que se hace necesario y oportuno emitir las presentes medidas de carácter
sanitario con el objetivo de regular el funcionamiento de los establecimientos
comerciales que atienden al público.

Por tanto, 



EL MINISTRO DE SALUD 

RESUELVE 

PRIMERO: Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y 
mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional 
dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura 
del bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio costarricense de manera 
habitual ante los efectos del COVID-19.  

Se entiende por burbuja social el grupo de personas que conviven regularmente en el 
mismo hogar, en la mayoría de las ocasiones coincide con el núcleo familiar.   

SEGUNDO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, de lunes a viernes 
de las 22:00 horas a las 5:00 horas del día siguiente. Asimismo, se ordena el cierre 
temporal de dichos establecimientos los sábados y domingos de manera total. Dichas 
restricciones se aplicarán del 01 al 19 de junio de 2020.  

Se clasifican como excepciones del párrafo anterior los siguientes casos: 

A. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria:
1. Servicios a domicilio.
2. Alquiler de vehículos “rent a car”.
3. Alquiler de bicicletas.
4. Suministro y abastecimiento de combustibles.
5. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
6. Los establecimientos de salud públicos y privados (clínicas, farmacias,

hospitales, laboratorios, consultorios, servicios de radiodiagnósticos,
servicios de emergencias, ópticas, macrobióticas, entre otros), y clínicas
veterinarias.

7. Servicios de salud en unidades móviles cumpliendo con lo establecido en
el Decreto Ejecutivo No. 41045-S.

8. Centros de Atención Integral públicos, privados y mixtos (CAI).
9. Centros de atención a personas en condición de vulnerabilidad.
10. Estacionamientos o parqueos públicos.
11. Actividades de alojamiento para estancia corta (moteles).

B. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria, pero a puerta cerrada
y con el mínimo personal requerido:

1. Actividades a puerta cerrada de teatros (incluyendo el Teatro Nacional y
el Teatro Popular Melico Salazar), iglesias y municipalidades con sus
sesiones de concejo municipal, consejos de distrito, reunión de comisiones



y demás reuniones municipales, para el desarrollo de transmisiones 
virtuales, con estricto cumplimiento de los protocolos preventivos y 
lineamientos emitidos por el Ministerio de Salud. 

2. Deportes de contacto de alto rendimiento sin espectadores.

C. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria con una capacidad de
ocupación al cincuenta por cierto (50%):

1. Ferias del agricultor.
2. Mercados, supermercados, minisúper, pulperías, panaderías, carnicerías,

verdulerías y similares.
3. Venta de productos agrícolas, pecuarios, acuícolas y pesqueros.
4. Venta de insumos agropecuarios, veterinarios y alimentos para animales.
5. Venta de suministros de higiene.
6. Venta de repuestos, partes, piezas y accesorios para: vehículos, motores,

bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
7. Ferreterías.
8. Cerrajerías.
9. Vidrieras.
10. Reparación de vehículos, motores, motocicletas, llantas, ciclos y talleres

de bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
11. Servicio de cambio de aceite a vehículos (Lubricentros).
12. Servicios de lavado de automóviles (Lavacar).
13. Revisión Técnica Vehicular (RTV).
14. Salones de belleza, barberías y estéticas.
15. Salones de estéticas para mascotas (Grooming).
16. Plataformas de gestiones municipales.
17. Servicios bancarios y financieros públicos o privados.
18. Actividades de centros que atienden llamadas de clientes utilizando

operadores humanos como: “call center”.
19. Funerarias y/o capillas de velación.
20. Oficinas de servicios públicos con atención al cliente e instituciones que

por la naturaleza de sus funciones deben permanecer abiertas como los
servicios de migración, aduanas, fitosanitario del Estado, puestos
fronterizos terrestres, marítimos y aéreos, entre otros.

21. Parques nacionales según la lista que publique el MINAE.
22. Hoteles, cabinas o establecimientos de alojamiento.
23. Todos aquellos otros establecimientos con permiso sanitario de

funcionamiento que no brinden atención al público presencial.

D. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 22:00 horas, y de sábado
a domingo de las 5:00 horas a las 19:00 horas:

1. Modalidad de autoservicio para los servicios de alimentación al público,
entiéndase la misma como el retiro de productos en ventanilla utilizando
un vehículo.



2. Modalidad de retiro de comida en establecimiento para llevar.

E. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 22:00 horas, y de sábado
a domingo de las 5:00 horas a las 19:00 horas, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por cierto (50%):

1. Venta al por menor de vehículos automotores nuevos y usados.
2. Instalaciones deportivas y polideportivos, para la práctica de actividades

deportivas y recreativas sin contacto físico o directo.
3. Establecimientos para práctica o entrenamiento de deportes sin contacto.
4. Gimnasios con programación de citas y horario diferenciado para personas

con factores de riesgo.
5. Escuelas de natación.
6. Restaurantes (los comercios con patente de Bar y Restaurante, solo se les

permitirá la operación del área de restaurante con expendio de bebidas
alcohólicas siempre que cumplan con capacidad de ocupación al cincuenta
por ciento (50%)).

7. Sodas y Cafeterías.
8. Plazas de comidas (food trucks, food courts).
9. Salas de eventos para actividades de máximo 30 personas (con medidas

de separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas
sociales y con listas de asistentes con número de cédula y número de
contacto). Las 30 personas deben incluir el personal de logística del evento
e invitados.

10. Academias de artes teatrales, dancísticas, musicales y artes plásticas sin
contacto físico.

F. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 22:00 horas:
1. Cines y teatros (con medidas de separación de asientos de mínimo 1.8

metros, respetando las burbujas sociales y con boletería o reserva
electrónica).

2. Museos (con boletería o reserva electrónica).

G. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 22:00 horas con una
capacidad de ocupación al cincuenta por cierto (50%):

1. Actividades de agentes dedicados a la venta de animales vivos (subastas
ganaderas).

2. Actividades de tiro (polígonos).
3. Centros comerciales (excepto las plazas de comidas que pueden operar

sábados y domingos, según categoría E inciso 8).
4. Tiendas por departamento.
5. Parques temáticos de animales, parques botánicos o parques marinos que

no impliquen el acceso a playas ni balnearios.



H. Se habilita el acceso a playas de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 08:00
horas, con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las burbujas
sociales. Este acceso incluye las actividades deportivas sin contacto.

TERCERO: Para calcular el aforo a un 50% de la capacidad máxima del establecimiento, se 
hará de conformidad con los siguientes parámetros: 

1. De conformidad con la capacidad máxima establecida en la solicitud del permiso
sanitario de funcionamiento. Dicha capacidad máxima incluye trabajadores y
ocupantes.

2. Debe garantizar guardar un espacio de 1.8 metros entre cada persona dentro del
establecimiento y en las aceras previo a su ingreso.

3. En caso de que los usuarios del servicio deban esperar a ser ingresados al local,
deben ser organizados en filas en las que se aplique la distancia de seguridad
recomendada.

4. Respecto a los espacios de no acceso al público, deberá aplicarse lo establecido
en los “Lineamientos generales para propietarios y administradores de Centros
de Trabajo por Coronavirus (COVID-19)”.

5. Además de lo señalado respecto al aforo, los establecimientos deben garantizar
el cumplimiento de los lineamientos generales según el tipo de atención que
brindan.

CUARTO: Todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento deberán 
garantizar la aplicación estricta de los lineamientos del Ministerio de Salud para evitar la 
propagación del COVID-19. 

Aquellos establecimientos que deben permanecer cerrados de lunes a viernes desde las 
22:00 horas y hasta las 5:00 horas del día siguiente, así como los sábados y domingos, 
necesariamente deben cumplir con el aforo al 50% de su capacidad máxima establecida 
en sus horarios habilitados.   

QUINTO: Se instruye a las autoridades de salud, tanto del Ministerio de Salud como de 
los Cuerpos Policiales del país cuya condición les ha sido delegada, para que giren Orden 
Sanitaria a aquellos establecimientos que incumplan con la presente disposición, 
ordenando la clausura inmediata de dichos establecimientos y la tramitación del cobro 
de las multas resultantes según corresponda.  



SEXTO: La presente resolución rige a partir de las 5:00 horas del 01 de junio y hasta las 
23:59 horas del 19 de junio de 2020. 

COMUNÍQUESE: 

DR. DANIEL SALAS PERAZA 
MINISTRO DE SALUD 

1 vez.—( IN2020460900 ).


	ALCANCE N° 127 A LA GACETA N° 127
	PODER EJECUTIVO
	DECRETOS
	42373-MOPT-S
	42374-MGP-S

	DIRECTRIZ
	088-S-MTSS-MIDEPLAN
	MINISTERIO DE SALUD
	MS-DM-JM-3127-2020


	RESOLUCIONES
	MINISTERIO DE SALUD
	MS-DM-2933-2020
	MS-DM-4467-2020




		2020-05-30T21:02:05-0600
	RICARDO SALAS ALVAREZ (FIRMA)




